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      EXP. Recurso Queja. Civil. 66001-31-03-005-2014-00193-02
____________________________________________________________________________________________

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RECURSO DE QUEJA / APELACIÓN DE AUTO QUE NEGÓ SOLICITUD DE NULIDAD / PROCESO QUE SE RIGE POR EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL / EN SU VIGENCIA SOLO ERA APELABLE EL AUTO QUE DECRETA LA NULIDAD.
El recurso de queja tiene como finalidad, al tenor del artículo 377 del Código de Procedimiento Civil y 352 del Código General del Proceso, que un juez de jerarquía superior funcional (segunda instancia) conceda el de apelación o de casación, que el juez o tribunal a quo hubiese negado.

Quiere decir esto que la competencia del juez que lo resuelve, está circunscrita a determinar si es o no apelable la decisión respecto de la cual fue denegada la apelación, lo cual exige que la sustentación se oriente a demostrar la concurrencia de los requisitos legales establecidos para la concesión del respectivo medio de impugnación. (…)
… el proceso que nos ocupa inició bajo la vigencia del Código de Procedimiento Civil, pues el libelo introductorio fue presentado el 4 de julio de 2014, al que se dispuso darle el trámite ordinario de mayor cuantía; de manera que, debía adelantarse conforme a las reglas de los artículos 396 y siguientes del C.P.C. hasta tanto se presente uno de los supuestos para el tránsito de legislación, precisados en el numeral 1. Del artículo 625 del C.G.P…
… se tiene que para el 13 de mayo de 2019, fecha en que se declaró improcedente el recurso de apelación propuesto al auto que negó la nulidad, el presente asunto no había arribado a alguna de las etapas que dan lugar al tránsito de legislación…
… el proceso de reconocimiento de mejoras que nos ocupa, aún se rige bajo el procedimiento ordinario dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.

En virtud de ello, nótese de un lado, que el artículo 147 del mentado Estatuto Procesal Civil, solo da vía a la apelación frente al “auto que decrete la nulidad de todo el proceso, o de una parte del mismo…”, suerte que no corrió la aquí pretendida, por cuanto fue denegada y sobre el particular, se tiene que, la Ley 1395 de 2010, artículo 14, modificó el artículo 351 del C.P.C. no contempla la apelación para el caso en que la decisión de nulidad sea adversa.
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Asunto. Decide recurso de queja
______________________________________

I. ASUNTO

Decide el Tribunal el RECURSO DE QUEJA otorgado al apoderado judicial de la parte demandante, frente al auto de 10 de abril de 2019, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, que negó la concesión del recurso de apelación contra el auto del 29 de marzo de la misma anualidad, que a su vez negó una nulidad, dentro del proceso de reconocimiento de mejoras, promovido por FRANCISCO ALBERTO GIRALDO y OTROS frente a ERNESTO BAENA MARULANDA y OTRA.
II. ANTECEDENTES

1. Mediante providencia calendada el 29 de marzo de este año, el juzgado de instancia resolvió negar una solicitud de nulidad por vicios procesales, formulada por la parte demandante, con fundamento en el artículo 140-4 del C.P.C. (folios 36-37 cd. 1); decisión recurrida en apelación (folios 38-40 cd. 1). 
2. En auto de 10 de abril siguiente, se negó por improcedente el recurso de apelación, por cuanto “revisados los artículos 147 del C.P.C. y 14 de la Ley 1395 de 2010, vigentes para este trámite (…) el auto que niega una nulidad, no está taxativamente determinado en las mencionadas normas y por lo tanto, la providencia atrás indicada no es susceptible de ser apelada” (folio 41 íd.).
3. Ante la desestimación de la alzada, se interpuso reposición y en subsidio queja (folios 43-44 íd.) El a quo en interlocutorio del 13 de mayo último, mantuvo en firme la providencia cuestionada y ordenó compulsar copias para que se surtiera el recurso de queja (folios 47 a 49 íd.).
III. EL RECURSO DE QUEJA

1. Destacó el apoderado de los impugnantes, como soporte para la reclamación de la concesión del recurso extraordinario, prevalentemente, que al proceso se han aplicada indistintamente las normas del Código de Procedimiento Civil y del Código General del Proceso, “de acuerdo a la conveniencia del Juzgado”, por lo que en su sentir y en igualdad de condiciones, la nueva legislación dice que cabe la apelación negada. (Fl.2 C.2ª  inst.)
A lo largo de su exposición, insiste en poner en evidencia los errores cometidos por el juzgado en la aplicación de la legislación que debe regir el asunto, reiterando que de manera indistinta se ha pasado del Código de Procedimiento Civil al Código General del Proceso y luego regresa al primero. 

2. La actuación en esta instancia se ha tramitado conforme lo disponen los artículos 377 y 378 del C.P.C., por lo que compete al Tribunal definir el presente asunto mediante pronunciamiento del suscrito Magistrado Sustanciador, previas las siguientes

IV. CONSIDERACIONES

1. El recurso de queja tiene como finalidad, al tenor del artículo 377 del Código de Procedimiento Civil y 352 del Código General del Proceso, que un juez de jerarquía superior funcional (segunda instancia) conceda el de apelación o de casación, que el juez o tribunal a quo hubiese negado.

Quiere decir esto que la competencia del juez que lo resuelve, está circunscrita a determinar si es o no apelable la decisión respecto de la cual fue denegada la apelación, lo cual exige que la sustentación se oriente a demostrar la concurrencia de los requisitos legales establecidos para la concesión del respectivo medio de impugnación.

2. Como viene de decirse, el juzgado negó por improcedente el recurso de apelación propuesto, porque la alzada no está prevista en el artículo 14 de la Ley 1395 de 2010 y 147 del C.P.C., para el auto que niega una nulidad. El recurrente aduce que se debe aplicar el C.G.P. y este sí lo contempla.
3. En esa orientación, esta Sala de Decisión considera, debe dilucidar previamente la legislación por la cual actualmente se rige el proceso dentro del que tuvo lugar la providencia recurrida; puesto que, como bien se sabe, para definir la forma de aplicar la nueva codificación, Ley 1564 de 2012 Código General del Proceso, el legislador estableció distintas reglas de transición, teniendo en cuenta para ello, las principales etapas de cada uno de los procedimientos establecidos en la antigua normativa, Código de Procedimiento Civil.

4. Vista la foliatura, el proceso que nos ocupa inició bajo la vigencia del Código de Procedimiento Civil, pues el libelo introductorio fue presentado el 4 de julio de 2014, al que se dispuso darle el trámite ordinario de mayor cuantía; de manera que, debía adelantarse conforme a las reglas de los artículos 396 y siguientes del C.P.C. hasta tanto se presente uno de los supuestos para el tránsito de legislación, precisados en el numeral 1. Del artículo 625 del C.G.P., así:
“1.Para los procesos ordinarios y abreviados:
a) Si no se hubiese proferido el auto que decreta pruebas, el proceso se seguirá tramitando conforme a la legislación anterior hasta que el juez las decrete, inclusive.
En el auto en que las ordene, también convocará a la audiencia de instrucción y juzgamiento de que trata el presente código. A partir del auto que decrete pruebas se tramitará con base en la nueva legislación.
b) Si ya se hubiese proferido el auto que decrete pruebas, estas se practicarán conforme a la legislación anterior. Concluida la etapa probatoria, se convocará a la audiencia de instrucción y juzgamiento de que trata el presente código, únicamente para efectos de alegatos y sentencia. A partir del auto que convoca la audiencia, el proceso se tramitará con base en la nueva legislación.
c) Si en el proceso se hubiere surtido la etapa de alegatos y estuviere pendiente de fallo, el juez lo dictará con fundamento en la legislación anterior. Proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación.”
5. Determinado lo anterior, se tiene que para el 13 de mayo de 2019, fecha en que se declaró improcedente el recurso de apelación propuesto al auto que negó la nulidad, el presente asunto no había arribado a alguna de las etapas que dan lugar al tránsito de legislación. Incluso en el mismo proveído que se recurre, se suspendió la audiencia de que trata el artículo 101 del C.P.C., significando ello, que tan siquiera se ha proferido auto de decreto de pruebas, el momento procesal más próximo para que tenga lugar el tránsito de legislación.    

6. En tal estado de cosas, al margen de lo discutido por el representante judicial de los demandantes, como fundamento de la nulidad pretendida, lo cierto es que, el proceso de reconocimiento de mejoras que nos ocupa, aún se rige bajo el procedimiento ordinario dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.

En virtud de ello, nótese de un lado, que el artículo 147 del mentado Estatuto Procesal Civil, solo da vía a la apelación frente al “auto que decrete la nulidad de todo el proceso, o de una parte del mismo…”, suerte que no corrió la aquí pretendida, por cuanto fue denegada y sobre el particular, se tiene que, la Ley 1395 de 2010, artículo 14, modificó el artículo 351 del C.P.C. no contempla la apelación para el caso en que la decisión de nulidad sea adversa. 

7. Recordemos, que tratándose de medios de impugnación, el legislador tiene la potestad para determinar los recursos que proceden contra las decisiones judiciales, por lo que es constitucional y legalmente admisible que no todas las providencias sean susceptibles de apelación, dado que no existe un mandato superior que imponga de manera obligatoria el mecanismo de la doble instancia para todas las decisiones; asimismo se ha dicho que la doble instancia no es un principio absoluto
, ni hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso
. 

En tal dirección, la Corte Suprema de Justicia ha señalado que en materia de apelaciones “rige el principio de taxatividad o especificidad, según el cual solamente son susceptibles de ese remedio procesal las providencias expresamente indicadas como tales por el legislador, quedando de esa manera proscritas las interpretaciones extensivas o analógicas a casos no comprendidos en ellas (...)” (SC, 13 Abr. 2011, Rad. 2011-00664-00; 3 Feb. 2012, Rad. 2011-01712-01)

8. Así las cosas, para esta Sala es claro que la providencia pronunciada por el juez de conocimiento al resolver la solicitud de nulidad mencionada, no es susceptible del recurso de apelación y los argumentos expuestos por el recurrente no tienen la fuerza para derribar la providencia atacada, de donde adviene que no prospera el recurso de queja, razón suficiente para declarar bien denegado el recurso de apelación.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira en Sala Civil-Familia Unitaria,

RESUELVE:
Declarar bien denegado el recurso de apelación contra la providencia del 10 de abril de 2019. 
En su oportunidad regresen las diligencias al juzgado de origen, para lo de su competencia.

Notifíquese y Cúmplase, 

El Magistrado,

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia C-319, Bogotá 28 de mayo de 2013, Magistrado  Ponente: VARGAS SILVA Luis Ernesto.


� Sentencia C-900 de 2003, M.P. Jaime Araujo Rentería, en la que la Corte señaló lo siguiente respecto de la garantía constitucional de la doble instancia:


“La doble instancia no es aplicable a todas las providencias judiciales. (…)


 En ese orden de ideas, esta Corporación ha dicho que la doble instancia no pertenece al núcleo esencial del debido proceso, al poder la ley introducir excepciones. (…)En todo caso, la regulación que sobre esa materia introduzca –El Legislador- tiene que estar acorde con los principios, valores y normas constitucionales. Así, por ejemplo, tendrá que dar pleno desarrollo al principio de igualdad y al derecho de defensa, de lo contrario sus previsiones devendrían irrazonables y desproporcionadas frente a los mandatos constitucionales que lo obligan a proteger los derechos y libertades de las personas (C.P., art. 2°).”
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